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Resumen

Este articulo analiza criticamente la evolucién en la jurisprudencia constitucional
del titulo competencial de «gestion del régimen econémico de la Seguridad Social». Se
parte de la STC 124/1989, que establecié un criterio claro: la competencia estatal de
régimen econdémico de la Seguridad Social incluye dnicamente actos ejecutivos que
afecten inmediatamente al patrimonio de la Seguridad Social, mientras que el resto de
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actos de gestién podian corresponder a las autonomias. Sin embargo, tras la creacién
del ingreso minimo vital y la posterior STC 158/2021, se rediseié inconsistentemente
este titulo, con consecuencias centralizantes. La STC 19/2024 corrige parcialmente este
redisefio, introduciendo un requisito de convenio para ejercer competencias autoné-
micas, aunque sin justificarlo constitucionalmente de manera adecuada. El articulo
concluye que esta evolucién genera inseguridad juridica y plantea la necesidad de
retomar la doctrina anterior a la STC 158/2021 (la doctrina del bisturi) o abandonar el
oscuro concepto de «gestion del régimen econémicon.
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Abstract

This article critically analyzes the evolution in constitutional jurisprudence of
the competence title of “management of the economic regime of the Social Secu-
rity”. The starting point is STC 124/1989, which established a clear criterion: the
State competence for the economic regime of the Social Security includes only those
executive acts that immediately affect the assets of the Social Security, while the rest
of the management acts could correspond to the autonomous regions. However,
after the creation of the Ingreso Minimo Vital and the subsequent STC 158/2021,
this title was inconsistently redesigned, with centralizing consequences. STC
19/2024 partially corrects this redesign, introducing an agreement requirement for
exercising autonomic competences, although without adequate constitutional justi-
fication. The article concludes that this evolution generates legal uncertainty and
raises the need to return to the doctrine before STC 158/2021 (the scalpel doctrine)
or abandon the obscure concept of “management of the economic regime”.
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management; constitutional jurisprudence; management competences in Social
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. INTRODUCCION: LA CUESTION DE LOS TITULOS COMPETENCIALES
DE REGIMEN ECONOMICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y SU GESTION

Nuestra jurisprudencia constitucional incluye diversos ejemplos en los
que Estado y comunidades auténomas (CC. AA.) han acudido a nuestro
Tribunal Constitucional (TC) para solucionar sus desacuerdos competenciales
en materia de Seguridad Social. Al tratarse de una materia en la que ambos
niveles de gobierno ostentan competencias, es comun su solapamiento, dando
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pie a controversias sobre la interpretacién del sistema constitucional de distri-
bucién de competencias.

El precepto alrededor del cual se enmarca el debate abordado en este trabajo
es el art. 149.1.17 CE, que constituye el titulo competencial exclusivo estatal en
el dmbito de la Seguridad Social. Conforme a la jurisprudencia constitucional,
claramente fijada en la STC 124/1989, de 7 de julio, bajo este titulo conviven
dos materias competenciales separadas: la legislacién bésica sobre Seguridad
Social y su régimen econémico. Se trata de materias de distinta naturaleza. Si
bien de la competencia sobre legislacién bésica no se derivan competencias ejecu-
tivas —mds alld de la coordinacién, como se verd mds adelante—, de la segunda,
relativa al régimen econémico, se derivan tanto competencias normativas como
ejecutivas. Asi lo afirma el TC, considerando que la atribucién al Estado de la
competencia sobre el «régimen» de una materia comprende «la totalidad de
las competencias normativas sobre la misma», ademds de «la atribucién de las
competencias de ejecucién necesarias para configurar un sistema materialmente
unitario» (FJ 2). Asi, el Estado retiene las competencias ejecutivas necesarias para
asegurar «la unidad del sistema de la Seguridad Social», garantizando «la igualdad
de todos los espafioles en el ejercicio de los derechos y deberes en materia de
Seguridad Social», e «impidiendo diversas politicas territoriales de Seguridad
Social en cada una de las Comunidades Auténomas» (FJ 3).

Ahora bien, de aqui no puede deducirse que el Estado pueda atribuirse
todas las competencias ejecutivas en materia de Seguridad Social. De hecho,
diversas CC. AA. han asumido en sus estatutos de autonomia (EE. AA.) compe-
tencias en materia de Seguridad Social. Esto se encuentra amparado por el propio
art. 149.1.17 CE, que prevé «la ¢jecucién de sus servicios por las Comunidades
Auténomas». En sintonia, diferentes EE. AA. asumen las competencias de
«ejecucién de la legislaciény, «gestién del régimen econémico de la Seguridad
Social» y organizacién y administracién de los correspondientes servicios®.

Al tratarse de una competencia compartida en la que ambos niveles de
gobierno ostentan facultades ejecutivas, es fundamental definir las concretas
facultades que corresponden a cada nivel de gobierno. Se entiende que la
competencia exclusiva estatal incluye potestades ejecutivas sobre el régimen
econémico, mientras que las CC. AA. pueden asumir competencias tanto
sobre la gestion del régimen econémico de la Seguridad Social® como sobre la
ejecucion de la legislacién bésica®.

Véase, por ejemplo, el art. 18 del Estatuto de Autonomia del Pais Vasco (EAPV).

> Por ejemplo, los arts. 165.1.b del Estatuto de Autonomia de Catalunya (EAC) y
18.2.b del EAPV.

4 Por ejemplos, los art. 165.1.a EAC y 18.2.a EAPV.
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La delimitacién de la frontera entre las competencias estatal y auto-
némica debe encontrarse, en un Estado jurisdiccional autonémico como
el nuestro’, en la jurisprudencia del TC. Ante la distincién efectuada por
este de las diferentes materias competenciales en el dmbito de la Seguridad
Social, debe acudirse a su jurisprudencia para encontrar la materializacién
de la linea divisoria.

La basqueda de esta linea divisoria justifica la redaccién de este articulo.
Dicha tarea, que por motivos de seguridad juridica debiera ser sencilla, resulta
especialmente problemdtica.

Esto se debe a que el concepto de «gestién del régimen econédmico»,
crucial para esta distincién, ha ido reflejando cambiantes siluetas segtin se
mirara en el espejo de una u otra sentencia del TC. La jurisprudencia consti-
tucional no ha logrado, hasta la fecha, dar una definicién estable y sistemdti-
camente coherente del concepto. En ausencia de esta, los actores
politico-administrativos estatales y autonémicos no pueden operar con la
certeza de estar respetando la distribucién competencial.

La méxima expresién de los vaivenes de la jurisprudencia constitucional
ha sido la respuesta del TC a la creacién de una nueva prestacion estatal de la
Seguridad Social: el ingreso minimo vital (IMV). La creacién de esta presta-
cién®y el encaje de esta en el sistema de distribucién competencial han llevado
a dos decisiones que han redisefiado los conceptos de «régimen econémico de
la Seguridad Social» y «gestién del régimen econémico de la Seguridad Social».
La primera decisién fue la STC 158/2021, de 16 de septiembre, que altera
sustancialmente la jurisprudencia constitucional consolidada al respecto, con
un efecto fuertemente centralizante’. Ahora bien, solo tres afios después encon-
tramos un nuevo golpe de timén en la STC 19/2024, de 29 de febrero®, que
enmienda la decisién adoptada en 2021 y vuelve a reconfigurar el concepto de
gestion del régimen econdémico.

Lamentablemente, no parece que en esta ultima sentencia el Tribunal
haya logrado, pese a lo que esperaba parte de la doctrina (De la Quadra-Sal-
cedo, 2022b), dar una respuesta justificada y coherente a una de las preguntas
que le acompanan desde hace décadas: ;qué actos comprende la competencia
ejecutiva de las CC. AA. en materia de gestién del régimen econdémico de la

Utilizando el concepto acufiado por el profesor Aragén Reyes (1986).

Introducida por el Real Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo, y consolidada mediante
la aprobacién de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el Ingreso
Minimo Vital.

7 Sobre esto, véase De la Quadra-Salcedo (2022b).

8 Replicada idénticamente en la STC 32/2024, de 28 de febrero.
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Seguridad Social? Por ello, este articulo pretende ser una aportacién lo mds
clara posible a esta intrincada cuestién.

Con este fin, el presente articulo se estructura en cinco apartados. Tras esta
primera seccién de introduccién, se procede a una segunda seccién en la que se
expone el criterio originalmente seguido por el TC para delimitar las facultades
ejecutivas atribuibles al Estado al amparo de su competencia de «régimen econd-
mico» y las facultades ejecutivas atribuibles a las CC. AA. que han asumido la
competencia de «gestion del régimen econémico». En la tercera seccién, se indica
cémo la STC 158/2021 rompe con la doctrina constitucional y opta por un
nuevo criterio injustificadamente centralizante que degrada el nivel de razona-
miento del Tribunal en la materia. En la cuarta seccidn, se analiza criticamente
la STC 19/2024, indicando c6mo esta vuelve a redisenar el concepto de régimen
econémico de la Seguridad Social tratando de enmendar los errores de la
sentencia de 2021, aunque sin lograr resultados plenamente satisfactorios por una
falta de justificacién de la decision. En la quinta seccidn se critica la forma actual
de los conceptos de «régimen econémico» y «gestién del régimen econémico»,
abogando por dos posibles vias para dotar a estos de un contenido juridicamente
razonable: el retorno a la jurisprudencia constitucional previa a 2021 o la nega-
ci6én del titulo autonémico de «gestion del régimen econémico» como un titulo
capaz de atribuir competencias de manera autbnoma.

Il.  UNA APROXIMACION AL CONCEPTO TRADICIONAL DE GESTION DEL
REGIMEN ECONOMICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN LA
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

1. PUNTO DE PARTIDA: STC 124/1989

En la STC 124/1989, el TC hubo de resolver un conflicto positivo de
competencias planteado por el Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cata-
luna. Este alegaba que la configuracién de la Tesoreria General de la Seguridad
Social (TGSS)? le otorgaba una serie de competencias que excedian de las
amparadas en la competencia estatal de régimen econémico de la Seguridad
Social, invadiendo las competencias autondmicas ejecutivas en la materia. En
respuesta, el Tribunal hubo de definir cudles son las competencias ejecutivas
incluidas en la competencia estatal de régimen econdémico de la Seguridad
Social, afirmando lo siguiente:

?  Efectuada por el Real Decreto 1314/1984, de 20 de junio, por el que se regula la
estructura y competencias de la Tesoreria General de la Seguridad Social.
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[...] las concretas facultades que integran la competencia estatutaria de gestién
del régimen econémico de la Seguridad Social serdn solo aquellas que no puedan
comprometer la unidad del sistema o perturbar su funcionamiento econémico
uniforme, ni cuestionar la titularidad estatal de todos los recursos de la Segu-
ridad Social o engendrar directa o indirectamente desigualdades entre los ciuda-
danos en lo que atae a la satisfaccion de sus derechos y al cumplimiento de sus
obligaciones de seguridad social. Tales facultades autonémicas deben, en suma,
conciliarse con las competencias exclusivas que sobre la gestién del régimen
econdmico la Constitucién ha reservado al Estado, en garantia de la unidad y
solidaridad del sistema publico de Seguridad Social.

Consciente de que, ante una definicién tan amplia del concepto de
régimen econdmico caben diferentes interpretaciones respecto de qué concretas
facultades estdn comprendidas en este concepto, el Tribunal ofrecié criterios
para determinar cudndo nos encontramos ante una potestad necesaria para la
defensa de la unidad estatal.

En primer lugar, se refirié a lo que bautizé como «actos instrumentales».
Estos actos, entre los que se encuentran las altas y bajas de la Seguridad
Social, serfan aquellos actos que son «instrumento imprescindible para la
posibilidad de obtencién de ingresos y también como medios de informacién
y control necesarios para el funcionamiento de la caja tnica». El Tribunal
afirmé que, pese a que no son actos totalmente ajenos al régimen econémico
de la Seguridad Social, tampoco eran «exclusivamente en sentido propio
régimen econdémicon.

Esto se fundamenta en que estos actos no provocan por si mismos un
ingreso o gasto, sino que son actos de cardcter mediato respecto de la realiza-
cién de gastos o la obtencién de ingresos para la TGSS. Al no afectar inme-
diatamente al patrimonio de la Seguridad Social, no pueden considerarse parte
del nicleo del régimen econémico. En consecuencia, por respeto a las compe-
tencias autonémicas, estos actos instrumentales pueden ser ejecutados por las
CC. AA,, siempre y cuando el Estado mantenga facultades de control (FJ 4)"°.

Tras analizar estos actos instrumentales, en los que incluye inicamente
las altas y bajas, el Tribunal analiza la facultad de gestién recaudatoria, inclu-
yendo en esta el control de las cotizaciones, asi como el aplazamiento y frac-
cionamiento de cuotas de la Seguridad Social. Aqui, el TC pone énfasis en el
impacto inmediato de estas facultades en el patrimonio de la Seguridad Social.
Al suponer estas facultades una afectacién directa al patrimonio, sin

10 Esto se transforma explicitamente en una facultad de supervisién en el FJ 7 de la

STC 195/1996, de 28 de noviembre.
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intermediacion estatal que le permita preservar su funcién de garante de la caja
tnica, el TC considera que estas facultades son parte de la competencia estatal
de régimen econdémico.

La misma conclusién y razonamiento se encuentra en el FJ 6 en relacién con
la ordenacién de los pagos de las obligaciones de la Seguridad Social y de la distri-
bucién de disponibilidades dinerarias. Ahora bien, considera que, en los casos en
los que la TGSS ya ha habilitado unos fondos para ser empleados por la Admi-
nistracién autondmica, esta puede recurrir a estos fondos para la ordenacién de
pagos. De nuevo, vemos que el razonamiento es coherente con la idea bdsica de
que toda facultad de gestién que tenga un impacto inmediato en el patrimonio
de la Seguridad Social serd competencia estatal, mientras que toda facultad ejecu-
tiva que permita al Estado ejercer una facultad de control ante la incidencia en el
patrimonio de la Seguridad Social podrd ser de competencia autonémica.

Asi, la consistencia de la definicién de los actos ejecutivos incluidos en la
competencia estatal de régimen econémico de la Seguridad Social efectuada
por la sentencia es clara: serdn aquellos actos que afecten de manera inmediata
al patrimonio de la Seguridad Social. Si bien esta definicién de la competencia
estatal reduce considerablemente las competencias ejecutivas que ciertos autores
esperaban que las CC. AA. pudieran ejercer', ofrecié un marco claro en el
que el Tribunal debia operar, analizando cada facultad ejecutiva para deter-
minar, usando como criterio la inmediatez de su impacto en el presupuesto de
la Seguridad Social, si esta correspondia al Estado o a la comunidad auténoma.

2.  CONSOLIDACION DE LA DISTINCION ENTRE EL REGIMEN ECONOMICO Y
GESTION DEL REGIMEN ECONOMICO: SSTC 195/1996 Y 104/2013

La eleccién de este criterio distintivo muestra su utilidad en dos senten-
cias posteriores. En primer lugar, el Tribunal, en la STC 195/1996, de 28 de
noviembre, hubo de resolver un recurso de inconstitucionalidad interpuesto
por el Gobierno Vasco contra la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones
y sanciones en el orden social. Entre los maltiples preceptos impugnados,
resulta relevante para este trabajo la impugnacién de la asuncién estatal de la
competencia ejecutiva para imponer sanciones en materia de Seguridad Social.
El Gobierno Vasco consideraba que la imposicién de estas sanciones excede de
la competencia estatal de régimen econémico y debia considerarse parte de las
competencias autonémicas ejecutivas.

" Para un andlisis de las principales criticas efectuadas que acusaban al TC de un

centralismo injustificado, véase Arrieta (2017).
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El Tribunal aborda esta cuestién en el FJ 8 recuperando el razonamiento
expuesto en la STC 124/1989. Primero, afirma que la potestad sancionadora,
en tanto competencia ejecutiva relativa a la Seguridad Social, debe distribuirse
entre los dos niveles territoriales. Para determinar cudndo se atribuye a uno o
a otro, recupera la distincidn entre actos ejecutivos que afectan inmediatamente
ala percepcién de ingresos o la realizacién de gastos —de competencia estatal—
y actos que, al solo afectar de manera mediata, son de competencia autonémica.
Asi, la facultad para declarar la existencia de infracciones y para imponer
sanciones se determinard sancién a sancién. Aquellas que guarden relacién con
actos comprendidos en la competencia estatal de régimen econémico de la Segu-
ridad Social serdn competencia estatal, mientras que el resto serin competencia
autondémica. Esto se fundamenta en la consideracién de la potestad sancionadora
como una técnica de proteccién de bienes juridicos, siendo la proteccion de la
caja unica de la Seguridad Social una competencia estatal. Cuando este bien
juridico no estd en riesgo, no hay motivos para la negacién de la competencia
autonémica de ejecucion.

El Tribunal, al establecer esta metodologia, se obliga a diseccionar la legis-
lacién, analizando todas las sanciones legislativamente previstas y situdndolas
a un lado o a otro de la linea divisoria competencial. Para esta diseccién, el
Tribunal estd equipado con el bisturf que ha disefiado en la STC 124/1989: el
criterio de afectacion presupuestaria inmediata. La diferencia sutil entre inme-
diatez y mediatez hace que el Tribunal se esté autosometiendo a un esfuerzo
intelectual e interpretativo considerable.

En el ejercicio quirdrgico de andlisis del bien juridico protegido por
cada sancién, el Tribunal afirma, entre otras cosas, que la potestad de imponer
sanciones referentes a «conductas defraudatorias en materia de prestaciones»
serfa estatal, pues la inadecuada persecucién de estas conductas pone en
riesgo inmediatamente la correcta percepcién de ingresos y realizacién de
gastos. Puesto que esta sancién tiene como objetivo preservar la caja Gnica
de la Seguridad Social, la inadecuada gestién de esta es un riesgo para su
garantia (FJ 9).

Por otro lado, la sancién de conductas tales como «no comparecer, sin
causa justificada, previo requerimiento, ante la Entidad Gestora» (art. 30.1),
«negarse a participar en acciones de promocion, formacién y reconversién
profesionales, salvo causa justificada» (art. 30.2.1) o «rechazar una oferta de
empleo adecuada o negarse a participar en los trabajos de colaboracién social
o en programas de empleo, salvo causa justificada» (art. 30.2.2) es considerada
una competencia autondmica. Esto se debe a que nos encontramos ante incum-
plimientos de obligaciones accesorias a la prestacién que pretenden facilitar la
reinsercién profesional del individuo. Estas obligaciones, no inmediatamente
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relacionadas con la obtencién de ingresos o realizacién de gastos, no protegen
la caja unica, y, en consecuencia, son potestad de las CC. AA.

Esta doctrina ha sido confirmada posteriormente en la STC 104/2013,
de 25 de abril. El Tribunal hubo de resolver un recurso de inconstitucionalidad
interpuesto por la Generalitat de Catalufa contra varios articulos de la Ley
62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden
social. Entre otras cuestiones, se impugna la asuncién estatal de la potestad
sancionadora en relacién con ciertas conductas en el dmbito de la Seguridad
Social. Encontrdndose ante un caso muy similar al anterior, el TC recurre al
mismo método afirmando que no estdn incluidas en la competencia estatal
aquellas infracciones relativas «al cumplimiento de obligaciones que pesan
sobre los beneficiarios de la prestacién pero no se relacionan directamente con
su percepcion.

Con estos antecedentes jurisprudenciales, podia esperarse que, ante el
surgimiento de nuevas prestaciones de la Seguridad Social (y los inevitables
conflictos competenciales subsecuentes), la intervencién del TC siguiera este
método quirtirgico y exhaustivo para determinar qué concretos actos de gestién
integran la competencia estatal de régimen econdémico. Sin embargo, la llegada
de la prestacion del IMV ha provocado el abandono por el Tribunal del bisturi
que venia utilizando. Se ha producido un alejamiento de la jurisprudencia
previa, optando por una nueva concepcién de «régimen econémico» que embo-
rrona el contenido del concepto, al pasar de un compromiso con el andlisis de
la inmediatez del impacto presupuestario de cada acto a un andlisis que pasa
a ser de «brocha gorda.

lIl. LA DEGRADACION DEL CRITERIO EN LA JURISPRUDENCIA
CONSTITUCIONAL A PROPOSITO DEL INGRESO MINIMO VITAL:
STC 158/2021

1. LAINTERVENCION ESTATAL: LA CREACION DEL INGRESO MiNIMO VITAL
DESDE UNA PERSPECTIVA COMPETENCIAL

Antes de la creacién del IMV, el espacio vacio dejado por el Estado rela-
tivo a la provisién de proteccién social frente a una situaciéon de vulnerabilidad
econémica derivada de la carencia de rentas mediante un sistema de garantia
de ingresos minimos habia sido ocupado por las CC. AA., amparadas por sus
competencias en asistencia social. Este titulo les permite atender «situaciones
de necesidad especificas, sentidas por grupos de poblacién a los que no alcanza
el sistema de Seguridad Social», actuando mediante técnicas distintas de las
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propias de la Seguridad Social, que se caracterizan por «su sostenimiento al
margen de toda obligacién contributiva o previa colaboracién econémica de
los destinatarios o beneficiarios»'2.

En virtud de esta facultad, algunas CC. AA. comenzaron el desarrollo
legal de las rentas minimas a comienzos de la década de los noventa y la prac-
tica se generalizé a partir de las reformas estatutarias de 2006 y 2007 y la
respuesta institucional a la crisis econémica de 2008 (Delgado, 2023: 52).
Ahora bien, las deficiencias y la heterogeneidad del sistema autonémico, unidas
a la crisis social y econémica provocada por la pandemia causada por la
COVID-19, acabaron motivando la intervencién del legislador estatal mediante
la creacién del IMV.

Esta actuacién legislativa se fundamentaba en la competencia exclusiva
del Estado sobre legislacién bdsica de la Seguridad Social. Esta ampara la
accién estatal en esta materia desde que se produjo la dilucién de la barrera
que tradicionalmente diferenciaba entre asistencia social y seguridad social,
diferencia que termina de difuminarse tras la STC 239/2002, de 11 de
diciembre®.

Ahora bien, esta difuminacién conlleva que, cuando el legislador estatal
se decide a actuar en materia de ingresos minimos en el afio 2020, deben
determinarse las facultades que corresponden a cada nivel territorial en el ejer-
cicio de esta competencia compartida®. Si bien las prestaciones autonémicas
de ingresos minimos precedian al IMV estatal, la aparicién de la nueva pres-
tacién provoca que estas pasen a adoptar un papel complementario’, despla-

zando la actuacién de las CC. AA. (Delgado, 2023: 63).

12 STC 36/2012, de 15 de marzo, F] 4.

Esta sentencia reconoce la existencia de una «franja comtn» en la que confluyen los
titulos competenciales exclusivos de asistencia social y seguridad social. Dentro de
esta «franja comutin, la sentencia de 2002 ya reconoce que se encuentran los esquemas
de ingresos minimos. Pueden encontrarse andlisis criticos de esta en, entre otros,
Delgado (2024), Sdenz (2004), Ferndndez (2004) y Sudrez (2003).

Actuacién considerada por ciertos autores como una invasién competencial en
competencias autonémicas (Ferndndez, 2021).

La problemitica de la delimitacién de la frontera entre la competencia autonémica de
asistencia social y la competencia estatal de Seguridad Social ha sido ampliamente
abordada en la doctrina. Véanse, entre otros, De la Quadra-Salcedo (2024), Delgado
(2024), Carmona (2024), Monereo (2020), Mercader (2018), Sdenz (2009), Sudrez
(2006) y Pemdn (2003).

Asi lo recoge la LIMV tanto en su exposicién de motivos («[...] el ingreso minimo
vital se configura como una prestacién “suelo” que se hace compatible con las pres-
taciones autonémicas que las comunidades auténomas, en el ejercicio de sus
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Como era esperable en esta situacién, surgieron conflictos competenciales
motivados por la intencién de las CC. AA. de gestionar esta prestacion finan-
ciada por el Estado, pues esta ambicién autonémica se dio de bruces con la
configuracion legislativa de la prestacion. El Real Decreto Ley 20/2020, de 29
de mayo, por el que se establece el ingreso minimo vital, estableci6 en el art. 22.1:
«La competencia para el reconocimiento y el control de la prestacién econémica
no contributiva de la Seguridad Social corresponde al Instituto Nacional de la
Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo apartado de este
articulo y en las disposiciones adicionales cuarta y quinta». El apartado segundo
disponia: «Las comunidades auténomas y entidades locales podrdn iniciar el
expediente administrativo cuando suscriban con el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, en los términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre,
de Régimen Juridico del Sector Publico, el oportuno convenio que les habilite
para ello». El mismo esquema de reparto competencial en materia de gestién
fue seguido por la posterior LIMV. De esta manera, la nueva prestacion no seria
gestionada por las CC. AA., como sucedia con las prestaciones autonémicas de
ingresos minimos, sino por el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS),
hasta que la comunidad auténoma no suscribiera un convenio con el Estado.
Debe tenerse en cuenta que la determinacién del momento de suscripcion del
convenio queda, al fin y al cabo, a la voluntad del Estado. En consecuencia, en
relacién con el IMV, las CC. AA. perdian la capacidad de ejercer directamente
sus competencias ejecutivas estatutariamente asumidas.

2.  ELINCONSISTENTE REDISENO JURISPRUDENCIAL DEL REGIMEN
ECONOMICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL: DEL BISTURI A LA BROCHA GORDA

En este contexto, el Gobierno de Cataluna presenté un recurso de incons-
titucionalidad contra los preceptos del Real Decreto Ley 20/2020, de 29 de
mayo, por el que se establece el ingreso minimo vital, que atribuyen al INSS
la gestién de la prestacién. Los recurrentes alegaban una vulneracién de las

competencias estatutarias, puedan conceder en concepto de rentas minimas, tanto
en términos de cobertura como de generosidad. De esta forma, el diseno del ingreso
minimo vital, respetando el principio de autonomia politica, permite a las comuni-
dades auténomas modular su accién protectora para adecuarla a las peculiaridades de
su territorio, al tiempo que preserva su papel como Gltima red de proteccién asisten-
cial») como en el articulado, pues en su art. 2.2 reconoce el IMV como integrador de
la Seguridad Social, aunque «sin perjuicio de las ayudas que puedan establecer las
comunidades auténomas en el ejercicio de sus competencias».
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competencias ejecutivas autondémicas en materia de Seguridad Social y de
las competencias en materia de asistencia social.

Dado el contexto fictico y los antecedentes jurisprudenciales, podia espe-
rarse que, siendo la primera ocasién que tenia el Tribunal para pronunciarse
sobre el encaje competencial del IMV, la STC 158/2021, de 16 de septiembre,
contuviera un trabajo de determinacién de qué actos ejecutivos de tramitacién,
reconocimiento y control del IMV podian afectar inmediatamente a la caja
Unica, y, por tanto, eran de competencia estatal. Hubiera sido coherente con
su jurisprudencia que el Tribunal sacara el bisturi para diferenciar entre los
diferentes actos ejecutivos que conlleva la prestacién del IMV, arrojando luz
sobre la cuestién. Esta actuacién era especialmente necesaria ante una situa-
cién en la que el Estado se habia arrogado unilateralmente todas las compe-
tencias ejecutivas sobre una prestacién que sustitufa de facto a otras equivalentes
preexistentes en todas las CC. AA., que venian siendo gestionadas por estas al
amparo de su competencia en asistencia social.

Ahora bien, lejos de retomar la sutileza quirtrgica, el TC abandona el
bisturi para optar por una solucién «de brocha gorda» que amplia injustifica-
damente las competencias estatales. Esto se produce porque, si bien la sentencia
sigue definiendo las facultades que integran la competencia estatal de régimen
econdémico como aquellas «facultades ejecutivas que recaen directamente sobre
la actividad econémica de la Seguridad Social, es decir, la relativa a la percep-
cién de sus ingresos y la realizacién de gastos», el cambio se encuentra en el
criterio utilizado para identificar estas facultades. Sin hacer mencién alguna a
la afectacién presupuestaria mediata o inmediata y sin diferenciar entre dife-
rentes actos ejecutivos, el Tribunal considera que forman parte de la compe-
tencia estatal «todos los aspectos relativos al reconocimiento (iniciacién,
tramitacion, resolucién, revision y control)» de la prestacién, limitando las
potestades autondmicas a unos «aspectos instrumentales», que no concreta, y
a los que se deriven de la suscripcién de un convenio con la entidad gestora de
la Seguridad Social previsto por la LIMV.

Este abandono del procedimiento de diseccién aplicado en sentencias
anteriores se produce sin argumentacién y con consecuencias recentralizantes.
No hay razonamiento alguno que explique por qué determinados actos como
los de iniciacién o tramitacién, que por si mismos no desembocan en la reali-
zacién de ingresos o gastos, deben ser realizados directamente por el Estado
para preservar la caja tnica. Dificilmente puede argumentarse que, mientras
el Estado preserve potestades de supervision o fiscalizacién (y mds claramente
cuando preserve potestades de reconocimiento de la prestacién), los actos de
iniciacién y trdmite de la prestacion tengan una afectacién inmediata en el
presupuesto de la Seguridad Social.
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En consecuencia, el Tribunal abandona de facto la doctrina jurispruden-
cial seguida hasta la creacién del IMV, redisenando el concepto de «régimen
econémico de la Seguridad Social», que pasa a estar integrado por todas aque-
llas facultades que desee el legislador.

3. DOS PROBLEMAS FUNDAMENTALES DEL NUEVO CRITERIO: VACIAMIENTO
COMPETENCIAL E INCONSISTENCIA INTERNA

Esta decisién tiene una serie de problemas evidentes, como la inconsis-
tencia jurisprudencial, la recentralizacién injustificada o la escasa carga argu-
mental”. Ahora bien, existen dos problemas cuya gravedad debe recalcarse.

En primer lugar, supone el vaciamiento del titulo competencial autonémico
de «gestién del régimen econdémico de la Seguridad Social». Si todo acto de gestién
que pueda remotamente relacionarse con el régimen econémico es competencia
estatal cuando el legislador asi lo establezca, sin analizar la incidencia inmediata
de dicho acto en la caja tinica, carece de sentido hablar de una competencia auto-
némica en la materia. Si se acepta esta consideracin, basta con la competencia
de ejecucion de la legislacién en materia de Seguridad Social para amparar todo
acto ejecutivo que, por carecer de implicacién econdmica alguna, ni mediata ni
inmediata, pudiera ser competencia autonémica. Asi, carece de sentido considerar
la «gestién del régimen econémico» como un titulo diferenciado.

En segundo lugar, la sentencia tiene un gravisimo problema de consistencia
interna. Si se acepta que todos los actos de gestién afectan al modelo unitario y
a la caja Unica, no se entiende que la misma sentencia acepte que las CC. AA.
puedan asumir dichas competencias mediante la suscripcién de un convenio con
la entidad gestora de la Seguridad Social, como establece el art. 25.2 LIMV.
Aceptar este razonamiento supone aceptar, como apunta De la Quadra-Salcedo
Janini, que «la competencia sobre la gestién del IMV, como el gato de Schro-
dinger que puede estar simultdneamente vivo y muerto, pueda ser simultdnea-
mente del Estado y no serlo» (2022b: 16). Es decir, si estos actos ejecutivos
pueden afectar a la caja Gnica, el Estado no solo puede reservarse la competencia,
sino que debe hacerlo. Se trataria de actos de competencia estatal por atribucién
constitucional. Si no es asi, y pueden ser actos de competencia autonémica,
tampoco lo serdn por la voluntad de un legislador permisivo que tolera la actua-
cién autondmica, sino por la asuncién competencial efectuada en los EE. AA.
No puede siquiera considerarse que la STC 158/2021 diferencie entre titularidad

7" Pueden encontrarse andlisis de la sentencia que ahondan en estos problemas en, entre

otros, Delgado (2024), De la Quadra-Salcedo (2022a) o Sdenz (2022).
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y ejercicio de una competencia, puesto que esta afirma que, a diferencia de lo
que se ha producido respecto de la gestién de las prestaciones no contributivas
de invalidez o jubilacién, en el supuesto del IMV «no se ha producido el referido
traspaso de competencias». No solo niega esta afirmacion toda la doctrina previa
sobre la competencia autonémica de gestién de la Seguridad Social, sino que ni
siquiera es consistente con los principios del Estado autonémico afirmar que una
previsién legal y un convenio suscrito con las CC. AA. basten para transferir
una competencia constitucionalmente definida como exclusiva estatal'®.

En conclusién, en la STC 158/2021, el TC redisefia el concepto de régimen
econémico de la Seguridad Social, abandonando la sofisticada doctrina quirdr-
gica aplicada hasta entonces en favor de una nueva visién tremendamente defe-
rente con el legislador estatal, carente de razonamiento y con graves problemas
de vaciamiento de competencias estatutariamente asumidas y de contradiccién
con los principios bésicos del Estado constitucional. Ante esta desafortunada
decision, se abrian tres vias de cara a futuros pronunciamientos del TC. En
primer lugar, el TC podia retomar el bisturi, volviendo a poner la afectacién
presupuestaria inmediata en el centro del anélisis y abandonando el contenido
de esta sentencia en el cementerio de decisiones olvidadas del Tribunal. En
segundo lugar, podia reiterarse en este razonamiento, aceptando las consecuen-
cias y la transformacién de los principios bdsicos del Estado autonémico. En
tercer lugar, podia volver a redisefar el concepto de régimen econémico, ddndole
una forma nueva que evitara los problemas aparejados al concepto tras esta
sentencia, pero sin volver al quirdrgico modelo previo.

Apenas tres afos después, el TC tuvo la oportunidad de optar por una
de estas vias y escogi6 la tercera. Lamentablemente, el nuevo redisefio solo es
ligeramente menos problemdtico que el anterior.

IV. LA TRANSFORMACION: STC 19/2024

1. UNA NUEVA OPORTUNIDAD PARA REESTABLECER UN CONCEPTO
CONSISTENTE DE REGIMEN ECONOMICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL

El 29 de febrero de 2024 se publica en el BOE la STC 19/2024, que
resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Grupo

8 Ni siquiera se refiere a la atribucién mediante un decreto de transferencia, que

tampoco valdria para este fin, cuya naturaleza como normas de atribucién compe-
tencial finalizé con la etapa preautondmica, y ya no sirven para atribuir competen-
cias. Sobre esto, De la Quadra-Salcedo (2022b: 21).
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Parlamentario VOX respecto de la disposicién adicional quinta de la LIMV y
la disposicién final trigésima de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado para el afio 2022". Dichas disposiciones permiten,
en relacién con el IMV, que las CC. AA. de régimen foral asuman, «con refe-
rencia a su dmbito territorial, las funciones y servicios correspondientes que en
esta Ley se atribuyen al Instituto Nacional de la Seguridad Social asi como,
en atenci6n al sistema de financiacién de dichas haciendas forales, el pago, en
relacién con la prestacién econémica no contributiva de la Seguridad Social
del ingreso minimo vital, en los términos que se acuerde». Esto supone permitir
que las CC. AA. de régimen foral asuman, previo acuerdo con el Estado, las
competencias de gestién y pago del IMV.

Ante esta disposicion, el Grupo Parlamentario VOX present6 un recurso
de inconstitucionalidad resuelto por la STC 19/2024. Posteriormente, el 3 de
abril de 2024 se publicé en el BOE la STC 32/2024, que resolvia un recurso
muy similar del Grupo Parlamentario Popular, presentado inmediatamente
después de la presentacién del recurso del Grupo Parlamentario VOX. Esta
segunda sentencia resuelve en el mismo sentido realizando una plena remisién
a la argumentaci6n efectuada en la STC 19/2024.

Ambos recursos se centran en la consideracién de que estas potestades
ejecutivas, en relacién con las prestaciones no contributivas, son necesarias para
la preservacién del modelo unitario y la caja dnica, por lo que deben ser de
competencia estatal. Asi, consideran que no es posible la asuncién competen-
cial por las CC. AA. Para la resolucién de estos recursos, el Tribunal vuelve a
redisenar la competencia estatal de régimen econémico de la Seguridad Social.

2. DELCRITERIO DE LA AFECTACION PRESUPUESTARIA INMEDIATA AL CRITERIO
DEL CONVENIO: UN YACIAMIENTO COMPETENCIAL

El Tribunal comienza afirmando, con apoyo en la STC 158/2021, que
«los actos de gestién del IMV se enmarcan en el régimen econémico de la
Seguridad Social», por lo que procede verificar si la competencia de gestién del
régimen econémico, asumida por las CC. AA. forales, ampara la realizacién
de actos de gestién del IMV, o si, en cambio, estos actos estdn comprendidos
en la competencia estatal de régimen econémico.

La sentencia se apoya en la consolidada doctrina que afirma que las
competencias de gestién podrdn ser autonémicas siempre que esto no compro-
meta la unidad del sistema, ni perturbe su funcionamiento econémico

¥ Un andlisis de esta que subraya sus aciertos puede encontrarse en Delgado (2024).
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uniforme, ni cuestione la titularidad estatal de los recursos de la Seguridad
Social, ni engendre desigualdades entre los ciudadanos en sus derechos y obli-
gaciones. En este caso, a diferencia de lo establecido en la STC 158/2021, se
afirma que «se han de especificar las concretas facultades que pueden ejercer
“sin comprometer el modelo unitario de Seguridad Social™ (FJ 4). Esto implica
un abandono de la metodologia seguida en la STC 158/2021, y esboza la vuelta
al andlisis quirdrgico de las facultades concretas, en lugar de afirmar que todas
son competencia estatal.

No obstante, aunque pueda parecer que el Tribunal vuelve a la concep-
cién tradicional de «régimen econémico», esto no es asi, pues el Tribunal
recurre a un nuevo criterio para la diseccién. Se abandona el criterio de la inci-
dencia inmediata en el patrimonio de la Seguridad Social de cada uno de los
actos ejecutivos. En cambio, trata todas las competencias de gestién en bloque,
basindose, para determinar si pueden o no ser asumidas por la comunidad
auténoma, en la disposicién transitoria quinta del EAPV.

Esta disposicién prevé que la asuncién de competencias de gestiéon del
régimen econémico de la Seguridad Social se realizard mediante los oportunos
convenios creados por la Comisién Mixta de Transferencias. El Tribunal
afirma que es a estos convenios a los que les corresponde especificar «las
concretas facultades que puede asumir la Comunidad Auténoma del Pais
Vasco sin comprometer el modelo unitario de Seguridad Social». Esta aproxi-
macién es coherente con el EAPV, pues, en cuanto que norma de atribucién
de competencias autonémicas, prevé explicitamente estos convenios para la
asuncién de competencias con el fin de asegurar «el carcter unitario» del
régimen econémico.

El Tribunal estd recurriendo a un nuevo criterio para determinar si la
competencia es estatal o autonémica. Sin embargo, existe un problema en su
utilizacién. Si bien es claro que la existencia de convenio y su contenido serdn
determinantes para fijar la distribucién competencial en la materia en el caso
de Pais Vasco, el problema surge en relacién con aquellas CC. AA. cuyos
EE. AA., a diferencia del EAPV, no prevén estos convenios como requisito
para la asuncién de las competencias de gestién del régimen econémico de la
Seguridad Social. Ademds, puesto que en esta sentencia el Tribunal también
ha de enjuiciar la asuncién competencial por parte de Navarra, cuyo Estatuto
de Autonomia no prevé el convenio, el Tribunal debe optar por una metodo-
logfa aplicable también a CC. AA. cuyos estatutos no contengan cldusulas
andlogas. Sin embargo, al existir ya un convenio con Navarra al momento de
la sentencia, el TC aplica la misma metodologia.

Ahora bien, esta metodologia interpretativa requiere necesariamente de
un convenio previo que regule la asuncién de la gestién para determinar
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cudndo una facultad puede considerarse o no parte de la competencia estatal
de régimen econémico. En consecuencia, este redisefio no supera uno de los
problemas fundamentales de la STC 158/2021, dado que, en ausencia de
convenio, se vacia la competencia autonémica, negando la capacidad del
titulo autonémico de «gestién del régimen econdémico» de desplegar efectos
juridicos auténomos. En consecuencia, se mantiene la deferencia plena con
el Estado, al depender de este la suscripcién de un convenio con las CC. AA.

3. UNA 3;SOLUCION?2 AL PROBLEMA DE CONSISTENCIA INTERNA DE LA STC
158/2021: LA APLICACION ANALOGICA DE LA DISPOSICION ADICIONAL
QUINTA DEL EAPV

Pese a que este nuevo enfoque no neutraliza las consecuencias centrali-
zantes de la STC 158/2021, confirmando la degradacion del titulo autonémico
de «gestién del régimen econdmico», si supera el problema de consistencia
interna de la sentencia de 2021. Sin embargo, este se soluciona mediante una
pirueta argumentativa que es mds un parche que una solucién bien fundada.

El Tribunal trata de ofrecer una argumentacién que le ahorre tener que
aceptar que una disposicién legislativa, que no es parte del bloque de constitu-
cionalidad, pueda ser una norma vélida de atribucién competencial. Asi, evita
que se asiente la revolucién en los principios constitucionales del Estado auto-
némico que se habfa insinuado que podia suponer la STC 158/2021 (De la
Quadra-Salcedo, 2022a). Para ello, el Tribunal afirma que la exigencia de
convenio para la asuncién competencial no se deriva de la LIMV, como afir-
maba en la sentencia previa, sino de la disposicion adicional quinta del EAPV.
El Estatuto de Autonomia, como norma valida de atribucién competencial,
puede, conforme a los principios del Estado autonémico, condicionar esta a la
firma de un convenio. Ahora bien, lo acrobdtico de esta argumentacién lo
encontramos cuando el Tribunal procede, sin hacer referencia alguna a la inexis-
tencia de este requisito de convenio en el caso de la LORAFNA, a aplicar analé-
gicamente el requisito establecido en el EAPV ala Comunidad Foral de Navarra.

Pero el Tribunal va mds all4, afirmando que este requisito se aplica a todas
las CC. AA. que asuman en sus estatutos la competencia de gestion del régimen
econémico de la Seguridad Social. Asi, afirma que «las comunidades auténomas
que asuman en sus estatutos la competencia de “gestién del régimen econémico
de la Seguridad Social”, como es el caso del Pais Vasco y la Comunidad Foral de
Navarra, podrén realizar, previo convenio con el Estado, aquellos actos de gestion
de las prestaciones de la Seguridad Social que no comprometan la caja Ginica ni
el modelo unitario de Seguridad Social» (F] 3, las cursivas son propias).
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De esta manera, la exigencia de convenio para la asuncién de competen-
cias de gestién se deduce directamente del bloque de constitucionalidad,
mediante la expansién por analogia del campo de accién de la disposicién
adicional quinta del EAPV a todos los EE. AA. Esto permite al TC volver a
la senda doctrinal que afirma que las normas que atribuyen las competencias
son las integradas en el bloque de constitucionalidad, manteniendo simulti-
neamente la exigencia de convenio previo para el ejercicio de las competencias
ejecutivas en materia de Seguridad Social.

Ahora bien, esta forzada analogfa se produce sin mds apoyo argumental
que la afirmacién de que «el correcto funcionamiento del sistema autonémico
depende en buena medida de que el Estado y las comunidades auténomas desa-
rrollen férmulas racionales de cooperacion, acuerdo o concertacién» (FJ 3). Pare-
ciere que de la importancia del desarrollo de estas «formulas racionales de
cooperacién, acuerdo o concertacién» se deriva una obligacién de convenio
previo al ejercicio de competencias de gestién estatutariamente asumidas. El
Tribunal parece sustentar esta afirmacién en lo dispuesto en las SSTC 141/2016,
247/2007 y 20/2016. Ahora bien, cuando acudimos a estas sentencias vemos que
en ninguno de estos casos la importancia del desarrollo de estas férmulas ha
permitido derivar efectos juridicos que conlleven la imposicién de férmulas
concretas de cooperacién, como hace esta sentencia. De hecho, en la STC
20/2016, se establece, refiriéndose a las diferentes férmulas de cooperacién, que
«si estos cauces resultan insuficientes, el Tribunal ha afirmado que “la decisién
final corresponderd al titular de la competencia prevalente” (STC 77/1984, de 3
de julio, FJ 3)». Por tanto, en vez de referirse a un instrumento de acuerdo, como
es el convenio, para atribuir la competencia al Estado o a las CC. AA., hubiera
sido relevante que el TC aclarara quién es el titular de la competencia prevalente.

Si la sentencia acepta que las CC. AA. tienen competencias de gestion
validamente asumidas estatutariamente, la necesaria colaboracién institucional
debe buscarse, pero no puede imponerse juridicamente. En cambio, el Tribunal
encuentra, en algtin rincén del bloque de constitucionalidad (hasta ahora inex-
plorado), esta obligacién de convenio para la asuncién de las competencias de
gestion.

De esta manera, sin decirlo, el Tribunal otorga moztu proprio a los conve-
nios en materia de gestién de la Seguridad Social la categoria de integrantes
del bloque de constitucionalidad. En consecuencia, el Tribunal usa el convenio
como pardmetro para determinar si las competencias en cuestion afectan o no
a la caja Unica y el modelo unitario. Por ello, un convenio que no garantizara
el respeto a estos conceptos implicaria que la asuncién autonémica es una inva-
sién competencial inconstitucional por permitir a la comunidad auténoma
ejercer competencias que debieron ser estatales.
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Asi, el TC, de facto, mantiene el criterio de que todas las competencias de
gestién del IMV pueden afectar a la caja nica en ausencia de un convenio que
asegure lo contrario.

4. UNINTENTO (FALLIDO) DE COHONESTAR LA ARGUMENTACION DEL
TRIBUNAL CON LOS PRINCIPIOS DEL ESTADO AUTONOMICO

Hecha la afirmacién de que el Tribunal ha reinterpretado el concepto de
«gestién del régimen econémico de la Seguridad Social» mediante la adicién
de una norma al bloque de constitucionalidad, cabe determinar si esta, en
realidad, puede desprenderse de alguno de los principios del Estado autoné-
mico. Es decir, cabe la posibilidad de que, pese a que la sentencia adolezca de
insuficiente argumentacion, la solucién adoptada fuera constitucionalmente
adecuada a la luz de los principios constitucionales.

Para indagar en los principios constitucionales que pudieran justificar la
exigencia constitucional de convenio es relevante la referencia del TC a las
«férmulas racionales de cooperacién, acuerdo o concertacién» para justificar
la obligacién de convenio. Esto puede hacernos pensar en los principios cons-
titucionales en los que reposa el sistema de relaciones entre las Administra-
ciones estatal y autonémica®’, como son el deber de colaboracién®, el principio
de cooperacién®® y el principio de coordinacién. Ahora bien, como veremos a
continuacién, ninguno de estos principios justifica la decisién tomada.

4.1. la apelacién al deber de colaboracién

Por un lado, debe analizarse el deber de colaboracién, del que se deriva la
obligacién para las autoridades estatales y autondmicas de suministrarse reci-
procamente informacién®. Este deber podria operar para justificar la conve-
niencia del convenio, pues uno de los motivos por los que la sentencia considera

20 Véase sobre estos, Parejo (2007: 167).

2l Reconocido explicitamente en la pionera STC 18/1982, de 15 de diciembre, dima-
nante del general deber de auxilio reciproco entre autoridades estatales y auténomas,
considerado «implicito en la propia esencia de la forma de organizacidn territorial del
Estado que se implanta en la Constitucién» (FJ 14).

Reconocido como principio en abundante jurisprudencia constitucional, siendo un
ejemplo la STC 110/2011, de 22 de junio, FJ 13.

» STC 76/1983, de 5 de agosto, FJ 11.

22
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que los convenios suscritos permiten garantizar la preservacién de la caja tinica
es que estos contienen obligaciones a cargo de las comunidades forales de «sumi-
nistrar informacién con fines de evaluacidn, estadistica y seguimiento del
sistema por el Estado» (FJ 4.b). Ahora bien, el deber de colaboracién, conforme
a la jurisprudencia constitucional, no puede implicar la extensién de las compe-
tencias estatales, ni implicar la adopcién de medidas coercitivas®, ni suponer
obstdculo al ejercicio de las competencias autonémicas”. Concretamente, sobre
los convenios, el TC ha afirmado que, «con base en este deber de reciproco
apoyo y mutua lealtad, no pueden resultar ampliadas las competencias del
Estado, ni es posible por lo mismo limitar o condicionar el ejercicio de las
competencias autonémicas sobre esta materia a la celebracién o cumplimiento
de Convenio alguno entre las dos administraciones territoriales»?*. Por ello, la
imposicién del convenio como exigencia constitucional a las CC. AA. no resulta
conforme con el deber de colaboracién.

4.2. la apelacién al principio de cooperacidn

Por otro lado, el principio de cooperacién es un modo de organizacién
del ejercicio de las competencias estatales y autondémicas que implica el acuerdo
entre los érganos estatales y autonémicos, asi como la basqueda de mecanismos
adecuados para la convergencia de actuaciones en dmbitos de competencia
compartida (Ibdnez, 2023: 283).

Ahora bien, dicho principio tampoco sirve para justificar la decision del
TC al limitarse al establecimiento de mecanismos voluntarios de cooperacién.
De esta manera, no ampara la imposicién unilateral de cualquier decisién
(Parejo, 2007: 167), por lo que no permite unilateralmente «alterar la titularidad
y el gjercicio de las competencias propias de los entes»””. Esto ha sido afirmado
claramente por el Tribunal en relacién con los convenios, especialmente cuando
la comunidad auténoma puede ejercer sus competencias «sin necesidad de
instrumentarlas obligatoriamente en Convenios suscritos con la Administracién
del Estado»*®. Es claro que, ante una prestacién que viene a sustituir otras que

ya se prestaban por las CC. AA. y teniendo en cuenta que las CC. AA. ya

2 STC 80/1985, de 4 de julio, FJ 2.

» STC 152/1988, de 20 de julio, FJ 6.

26 STC 96/1986, de 10 de julio, FJ 3.

77 STC 118/1998, de 4 de junio, FJ 12.

2 STC 96/1986, de 10 de julio, FJ 3, citada también en la STC 13/1992, de 6 de
febrero, FJ 10.
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gestionan las pensiones no contributivas de jubilacién e invalidez, no resulta
claro por qué motivo el convenio habria de ser una condicién sine qua non para

que las CC. AA. pudieran ejercer la competencia de gestién del IMV.

4.3. la apelacién al principio de coordinacién

La ultima posibilidad seria fundar la actuacién del Tribunal en el prin-
cipio de coordinacién. Este principio es entendido como un principio general
de actuacién que se traduce en una «facultad ejercida por el Estado [...] que
responde a la finalidad de evitar contradicciones e integrar la diversidad»
(Ibdfez, 2023: 292).

Para poder recurrir a la coordinacién, lo primero es determinar si el
Estado tiene potestades de coordinacién en esta materia. Si bien la competencia
de coordinacién no estd reconocida explicitamente como tal en el art. 149.1.17
CE, si estindolo en los apartados que reconocen otros titulos competenciales®,
la jurisprudencia constitucional ha reconocido que, en ocasiones, esta potestad
coordinadora se integra implicitamente en competencias estatales exclusivas.
Este reconocimiento ha sido realizado por el Tribunal en relacién con la
competencia sobre «legislacion bdsica de la Seguridad Social» ex art. 149.1.17
CE, reconociendo la existencia de una competencia de coordinacién general
que le habilita para regular ciertos aspectos relativos al ejercicio de la compe-
tencia autondmica de gestién en materia de Seguridad Social «para establecer
los requisitos minimos necesarios para garantizar la homogeneidad»"’.

Gozando el Estado de una competencia general de coordinacién derivada
de su competencia sobre legislacién bésica de la Seguridad Social, cabe analizar
si esta competencia habilita para el condicionamiento que se establece en la
LIMV. Este principio permitirfa, bajo la doctrina mayoritaria, superar las limi-
taciones del principio de cooperacidn, al diferenciarse de este en su obligato-
riedad y en la existencia de un cierto poder de direccién del Estado coordinador
sobre las CC. AA. coordinadas®. Asi, permite al Estado «condicionar el ejer-

#  Por ejemplo, los arts. 149.1.13, Bases y coordinacién de la planificacién general de la
actividad econémica; 149.1.15, Fomento y coordinacién de la investigacién cientifica
y técnica, o, 149.1.16, Bases y coordinacién general de la sanidad.

30 STC 211/2012, de 14 de noviembre, FJ 6.

31 La STC 214/1989, de 21 de diciembre, afirma: «Si bien tanto unas como otras
técnicas se orientan a flexibilizar y prevenir disfunciones derivadas del propio sistema
de distribucién de competencias, aunque sin alterar, en ninguno de los casos la titu-
laridad y el ejercicio de las competencias propias de los entes en relacién, lo cierto es
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cicio de las competencias autonémicas siempre que ello se haga sin limitar mds
de lo necesario el efectivo ejercicio de la competencia autonémica»’, por lo
que, en el fondo, supone «un ligero freno a la descentralizacién» (Tajadura,
2002: 81) que permite al Estado, por ejemplo, imponer a las CC. AA. una
obligacién de informacién sobre proyectos normativos autonémicos®.

Ahora bien, de aqui no puede deducirse directamente que la competencia de
coordinacién permita el condicionamiento del ejercicio de una competencia
autondémica a la firma de un convenio. Este condicionamiento se trataria de
una medida de «coordinacién preventiva» conforme a la terminologia empleada
por el TC*. Estas medidas tienen limites sustantivos y procedimentales (De
la Quadra-Salcedo, 2022a: 250), puesto que no pueden «colocar a las Comu-
nidades Auténomas en una situacion de dependencia jerdrquica respecto de la
Administracién del Estado, pues, como ha tenido ocasién de senalar este
Tribunal, tal situacién no resulta compatible con el principio de autonomia y
con la esfera competencial que de éste deriva»”. A la hora de definir estos
limites, el Tribunal ha afirmado que la potestad estatal de coordinacién no
permite condicionar el ejercicio de las competencias autonédmicas de gestién a
la firma de un convenio de colaboracién®. En la STC 95/2016, de 12 de mayo,
encontramos un extracto muy claro al respecto, cuando el Tribunal afirma que
«la celebracién de un convenio de colaboracién no es un requisito constitucio-
nalmente exigible para poder ejercer competencias que, en virtud del bloque
de constitucionalidad, corresponden a uno de los poderes publicos territoriales;
lo que la Comunidad Auténoma recurrente reivindica mediante el presente
conflicto de competencia es precisamente el ejercicio competencial directo, sin
la mediacién de convenio alguno» (EJ 5).

que las consecuencias y efectos dimanantes de unas y otras no son equiparables. La
voluntariedad en el caso de la cooperacidn frente a la imposicién en la coordinacién
—ya que toda coordinacién conlleva un cierto poder de direccién, consecuencia de
la posicién de superioridad en que se encuentra el que coordina respecto al coordi-
nado— es, por s{ mismo, un elemento diferenciador de primer orden, lo que explica
y justifica que, desde la perspectiva competencial, distintas hayan de ser las posibili-
dades de poner en prictica unas y otras férmulas» (FJ 20.f).

32 S§TC 79/2017, de 22 de junio, FJ 3.

3 Jbid.

M Ibid., ] 17.

% STC 76/1983, de 5 de agosto, FJ 12. Doctrina reafirmada recientemente en la STC
82/2020, de 15 de julio.

3 SSTC 186/1999, de 14 de octubre, FJ 11, a y ¢; 190/2000, de 13 de julio, FJ 11, ay
¢; 175/2003, de 30 de septiembre, FJ 10.d; 129/2010, de 19 de noviembre, F] 7, y
36/2012, de 15 de marzo, FJ 10.
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Por ello, tampoco mediante un voluntarioso esfuerzo por encontrar justi-
ficacién constitucional a la decisién del TC puede considerarse que la exigencia
de convenio para el ejercicio de competencias autondmicas de gestién sea cons-
titucionalmente aceptable.

5. ELNUEVO MODELO DE DETERMINACION DEL CONTENIDO DE LA
COMPETENCIA AUTONOMICA DE GESTION DEL REGIMEN ECONOMICO: EL
ANALISIS DEL CONVENIO

Aun discrepando con la metodologia elegida por el TC en su decisién, es
importante explicar cémo se aplica el nuevo control de la distribucién compe-
tencial a la luz del contenido del convenio. Para efectuar este anilisis, el
Tribunal trata separadamente la cuestién de la asuncién de las facultades de
gestion del INSS y la del pago de la prestaciéon. Dentro de cada cuestién, a su
vez, separa entre la afectacion de la asuncién, por un lado, a la caja tnica, y,
por el otro, al modelo unitario de la Seguridad Social.

5.1. La asuncién de competencias del INSS

El Tribunal resuelve en apenas unas lineas que dicha asuncién no puede
afectar a la caja Gnica. Asi, afirma que, puesto que el ente que «personifica la
caja unica del sistema» es la TGSSY, la asuncién de funciones del INSS, que
son diferentes a las de la TGSS, no puede afectar al principio de caja tnica. El
TC afirma que el INSS no tiene atribuidas funciones de «gestién de la teso-
rerfa», es decir, «recaudacion y pagos», sino que estas se atribuyen a la TGSS.
Esta afirmacién supone una contradiccién con la STC 158/2021, ya que, si
aceptdramos que todos los actos de reconocimiento y trdmite son régimen
econémico por ser susceptibles de afectar a la caja tnica, no tiene sentido
afirmar que la actuacién del INSS, competente para estos actos, no puede
afectar a la caja Gnica.

Esto confirma que la nueva doctrina del TC acepta que no todas las
competencias ejecutivas afectan a la caja Gnica. El criterio para determinar si
afectan o no es el contenido del convenio. Primero, el Tribunal se centra en la
necesidad de preservar el «modelo unitario» de la Seguridad Social, verificando
si las previsiones del convenio lo garantizan. El Tribunal llega a una

¥ Con cita de la STC 124/1989, que afirma que la caja inica «se articula a través y por

medio» de la TGSS (F] 3).
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conclusién positiva por considerar que «la normativa que habrén de aplicar la
Comunidad Auténoma del Pais Vasco y la Comunidad Foral de Navarra en
el ejercicio de las competencias de iniciacién, tramitacidn, resolucién y control
de los expedientes del IMV es integramente estatal», y que su interpretacién y
aplicacién uniforme estdn garantizadas conforme a los convenios suscritos con
las CC. AA.

Algunas de las caracteristicas que permiten al TC llegar a esta conclusién
son las siguientes: que el Estado se haya reservado «la garantia de la unidad de
criterio mediante la fijacién por parte del Estado de criterios normativos e inter-
pretativos homogéneos para la efectividad y eficacia del sistema»*® y «la funcién
interventora en la modalidad del control financiero posterior»®; asi como que
las CC. AA. hayan asumido obligaciones de «garantizar la actualizacién del
sistema de la “tarjeta social digital”, comunicar mensualmente los datos de los
beneficiarios del IMV y suministrar informacién con fines de evaluacion, esta-
distica y seguimiento del sistema por el Estado»*".

Sin indicar elementos concretos que se deriven de los convenios que satis-
fagan el requisito de preservacién del modelo unitario, pareciera que el TC se
acoge a la doctrina expuesta en el voto particular de la magistrada Balaguer a
la STC 158/2021, que afirma que, ante actividades de gestién altamente
regladas a nivel estatal, y mds cuando el Estado se reserva la potestad de asig-
nacién presupuestaria, no cabe negar la competencia ejecutiva autonémica.

5.2. Lla asuncién del pago de la prestacidn

Tras examinar la asuncién de competencias de gestién, el Tribunal
examina la cuestién de la asuncién de las competencias de pago de la presta-
cién. En este caso, considera que existen especialidades forales, puesto que el
sistema de financiacién autonémica de estas CC. AA., por el que «dichas
comunidades recaudan la prictica totalidad de los tributos generados en su

3% Apdo. cuarto del punto C del Acuerdo de la Junta de Transferencias Administracion

del Estado-Comunidad Foral de Navarra (Acuerdo Navarro) y apdo. tercero del
art. tercero del Acuerdo de establecimiento del convenio para la asuncién por la
Comunidad Auténoma del Pais Vasco de la gestién de la prestacién no contributiva
del ingreso minimo vital (Acuerdo Vasco).

¥ Apdo. quinto del punto C del Acuerdo Navarro y apdo. cuarto del art. segundo del

Acuerdo Vasco.

4 Apdos. a), b), e), i) del punto D del Acuerdo Navarro y apdos. a), b), €), i) del

art. cuarto del Acuerdo Vasco.
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territorio e ingresan al Estado una cantidad (cupo —Pais Vasco— y aporta-
cién —Navarra—) para financiar las competencias estatales», les permite
«asumir el pago del IMV y descontar del cupo y de la aportacién la cantidad
que corresponde conforme a las reglas del concierto y del convenio». De nuevo,
la referencia a los convenios es fundamental, pues estos especifican cé6mo se
articulard este régimen financiero, indicando la forma de determinacién de la
cuantia a descontar del cupo y aportacién. Por tanto, no existiendo un gasto
que asumir por la TGSS, no se considera que haya menoscabo de la caja tinica
ni de la titularidad estatal de los fondos de la Seguridad Social. Ademds, el
Tribunal considera que, puesto que los convenios prevén aplicar «procedi-
mientos de pago similares a los utilizados por la Seguridad Social», tampoco
hay una afectacién al requisito de modelo unitario.

En consecuencia, el Tribunal considera que, en realidad, lo que se produce
es una asimilacién al régimen de pago previsto en las comunidades de régimen
foral para las pensiones no contributivas de jubilacién e invalidez, cuya cons-
titucionalidad es incuestionable por no haber menoscabo de la caja tnica ni
del régimen unitario de la Seguridad Social.

V. CONCLUSIONES: TRES IDEAS SOBRE EL MALEABLE TiTULO
COMPETENCIAL AUTONOMICO DE GESTION DEL REGIMEN
ECONOMICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Este andlisis critico de la evolucién del concepto de régimen econémico
de la Seguridad Social ha pretendido mostrar cémo la jurisprudencia consti-
tucional ha reaccionado a la creacién del IMV mediante un rediseno del
concepto de régimen econémico que presenta varios problemas. Este redisefio
que se produce en 2021 y que se enmienda en 2024 plantea una serie de
problemas constitucionales que han tratado de ponerse de manifiesto en este
articulo y que se sintetizan en estas conclusiones.

1. LAEXIGENCIA DE CONVENIO CARECE DE SUFICIENTE JUSTIFICACION
CONSTITUCIONAL

La STC 19/2024 ha avalado la asuncién autonémica de competencias
ejecutivas en relacién con el IMV mediante convenio con el Estado. Ahora
bien, para ello, ha tenido que alejarse de la STC 158/2021 y aceptar que las
CC. AA. ostentan competencias ejecutivas de gestién de la Seguridad Social
que incluyen las de trdmite, control y reconocimiento del IMV. Solo aceptando
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que estos actos no integran la competencia estatal de régimen econémico, tiene
sentido el recurso a convenios para la asuncién competencial.

Ahora bien, la STC 19/2024 contiene, a mi juicio, una errénea lectura (o si
no errénea, al menos poco fundada) de la manera constitucionalmente adecuada
de delimitar qué competencias ejecutivas corresponden al Estado y cudles a las
comunidades auténomas. Esta lectura quizd responde al objetivo de compatibi-
lizar la huida de la interpretacion centralista de la distribucién de competencias
ejecutivas en materia de Seguridad Social, efectuada por la STC 158/2021, con
el resultado alcanzado por esta: la obligacién de convenio con el Estado para la
asuncion competencial. El Tribunal apuesta por una aplicacion analdgica injus-
tificada del requisito de convenio para el ejercicio de dichas competencias reco-
gido en el EAPV. Como se ha expuesto, el recurso a los principios constitucionales
de distribucién de competencias no justifica esta aplicacion analégica.

El convenio entre Estado y comunidad auténoma pasa a integrar de facto
el bloque de constitucionalidad, al ser este el pardmetro para determinar si las
competencias autondémicas para ser ejercidas afectan o no a la caja anica, y,
por tanto, si son o no competencia autonémica. Si bien esta solucién tiene
sentido en el dmbito del Pais Vasco, no existe motivo constitucional alguno
para su aplicacién en otras CC. AA.

La ausencia de justificacién constitucional puede llevar a la conclusién de
que retomar la metodologfa seguida en las SSTC 124/1989 y 195/1996 hubiera
sido una opcién mds sofisticada y adecuada al sistema de reparto competen-
cial, concretando si las competencias autonémicas para ejercer son susceptibles
de afectar a la caja Unica.

2. LA NUEVA CONCEPCION DE «GESTION» DEL REGIMEN ECONOMICO: EL
ABANDONO DE SU CONCEPCION COMO TiITULO COMPETENCIAL
AUTONOMO

Ahora bien, tras criticar el razonamiento del Tribunal, debe también
romperse una lanza en su favor. Manejar el concepto de «gestién del régimen
econémico» es una tarea intrinsecamente complicada, que implica el deber de
dotar de contenido a un concepto indeterminado que se encaja entre otros
demasiado similares. El reconocimiento por duplicado de la competencia sobre
el régimen econémico de la Seguridad Social, enlos EE. AA. y en el art. 149.1.17
CE, supone una dificultad en la delimitacién del limite entre ambos dmbitos
que puede explicar las idas y venidas de la jurisprudencia constitucional en esta
materia. Tras aceptarse en la STC 124/1989 que la competencia estatal sobre
régimen econémico incluye competencias ejecutivas sobre este, la
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identificacién de la linea divisoria deviene una tarea tan crucial como compleja.
En esta tarea, el TC ha logrado ser consistente en la identificacién del funda-
mento que debe guiar la labor de materializacién de esta linea: serdn de compe-
tencia estatal las facultades necesarias para la proteccién de la caja tinica. Ahora
bien, la metodologia para concretar dicha distincién ha evolucionado. Del
primer enfoque (el enfoque del bisturi), que pretende evaluar si cada facultad
afecta 0 no de manera inmediata al patrimonio de la Seguridad Social, el
Tribunal pasa, en la STC 158/2021, a un segundo enfoque (el enfoque de la
brocha gorda) en el que considera que toda facultad con implicaciones econd-
micas, sin valorar su inmediatez o la capacidad de control estatal, debe consi-
derarse necesaria para preservar la caja Gnica.

De este segundo enfoque se pasa a un tercero en la STC 19/2024, que
bebe de los dos primeros. En primer lugar, considera que ninguna facultad con
afectacién econdmica, afecte o no inmediatamente al patrimonio de la Segu-
ridad Social, puede considerarse directamente parte de la competencia auto-
némica, sino que requiere de un convenio previo para la asuncién
competencial. Esta metodologia recuerda a la efectuada en la STC 158/2021,
donde se tratan las facultades en bloque. En segundo lugar, examina el convenio
detalladamente para identificar si este asegura que no haya afectacién inme-
diata al patrimonio de la Seguridad Social. Es decir, examina si las facultades
asumidas y la manera en la que se han asumido mediante el convenio aseguran
al Estado el control de la caja tnica. En este segundo paso, el razonamiento
del Tribunal recuerda al enfoque de bisturi.

Por todo ello, puede afirmarse que el TC trata de esbozar una nueva meto-
dologia de determinacién de la diferencia entre régimen econémico y gestiéon
del régimen econémico. En este caso, podria entenderse que, bajo la nueva
jurisprudencia, el término de «gestién», en la férmula de «gestion del régimen
econémico», debe concebirse como una exigencia de convenio para la asuncién
competencial de facultades de gestién. Este convenio, a su vez, deberd garan-
tizar que el patrimonio de la Seguridad Social no se encuentra inmediatamente
afectado sin control estatal.

Si bien esta nueva interpretacién del término «gestién» parece demasiado
creativa, puede ayudar a dar una forma concreta y previsible al concepto de
«gestién del régimen econémico de la Seguridad Social», un concepto inheren-
temente confuso por ambiguo. La doctrina académica ha tenido problemas para
identificar qué diferencia realmente a la facultad de ejecucién de la legislacién
bésica de Seguridad Social de la gestion del régimen econémico®. Es decir, si las
facultades ejecutivas necesarias para garantizar la caja tinica estdn reservadas al

41 Sobre esta cuestién, véanse Arrieta (2017) y Gonzdlez (1985).
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Estado, y todas las demds facultades ejecutivas pueden ser consideradas ejecu-
cién de la legislacion estatal, para qué es necesaria la competencia de gestion del
régimen econdmico? La respuesta acrobdtica de la tltima sentencia puede ayudar
a resolver esta pregunta de la siguiente manera: para aquellas facultades ejecu-
tivas con implicaciones econémicas (que por su incertidumbre respecto de la
afectacién inmediata a la caja tnica requieran de un andlisis minucioso) serd
necesario un convenio previo para la plena asuncién competencial.

De hecho, si ahondamos en la literatura académica, podemos encontrar
algunos autores que defienden que el recurso al término «gestién» en lugar de
«ejecucién» en los EE. AA. apoya esta interpretacién. Autores como Ferndndez
Pastrana (1983: 101) defienden que el hecho de que los EE. AA. optaran por
el término «gestién» en lugar de «ejecucién» en relacién con el régimen econé-
mico implica que, en esta materia, el Estado delega en las CC. AA. determi-
nadas funciones. Considera que las facultades de gestién se ejecutan por cuenta
del Estado y sujetas a su control. Asi, no considera que la gestién del régimen
econémico sea «una facultad propia de la autonomia, sino «un supuesto simple
de descentralizacién de la gestion, por lo que el Estado actuara las facultades de
tutela necesarias en consonancia con la titularidad sobre el servicio» (p. 117).

Esta concepcién de la gestién del régimen econémico implicaria que su
inclusién en los EE. AA. como un titulo competencial serfa una «expresion técni-
camente defectuosa» (Gonzélez, 1985: 429), puesto que aquellas facultades ejecu-
tivas que son competencia autonémica estin ya amparadas por la competencia
de ejecucién de la legislacién estatal, especialmente si tenemos en cuenta que
toda ejecucién de esta tiene al menos un minimo componente econémico
(Arrieta, 2017). Asi, la expresion jugaria «un papel residual en los Estatutos auto-
némicos para, eventualmente o en caso de que surgieran conflictos, legitimar
alguna competencia de cierta Comunidad, pero que actualmente carece de
contenido o significacién especifica» (Gonzdlez, 1985: 430).

3. DOS CAMINOS: LA «GESTION» COMO DELEGACION O LA VUELTA AL BISTURI

Asi, si el Tribunal mantiene el entendimiento de «gestién» como una
exigencia constitucional de convenio, este estd aceptando la linea doctrinal que
supone la negacién de esta como una competencia autonémica auténoma®.

2 M4s aun si tenemos en cuenta que esta exigencia de convenio se realiza mediante la

aplicacién analdgica de una disposicién que ha sido criticada por la doctrina como
«claramente retdrica», y no como un titulo competencial en si mismo, por no presentar
especialidad alguna para la cuestién de la gestién del régimen econémico de la
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Asi, el Tribunal estaria resucitando la idea, defendida por parte de la doctrina
académica de los ochenta, de que el titulo competencial de gestién del régimen
econémico no es un titulo diferenciado, sino una habilitacién simbélica a la
delegacién de funciones que serfan titularidad del Estado. Esto implicarfa que
el Tribunal negara, contra toda su jurisprudencia, que la gestién del régimen
econdémico sea un titulo competencial auténomo. Esta opcidn, si bien fuerte-
mente centralizante, quizd serviria para dotar de claridad a la distribucién
competencial en la materia. Es cierto que supone otorgar al Estado una gran
amplitud competencial en la materia, pero también lo es que las metodologias
empleadas previamente han tenido igualmente un resultado centralizante,
preservando el Estado continuamente el control sobre las facultades ejecutivas
que tienen una minima afectacién econémica (Lépez, 1993; Casas, 1999;
Cavas, 2007). Consecuentemente, quizd lo mds légico sea optar por una justi-
ficacién mds sencilla, afirmando que, efectivamente, el titulo de gestién del
régimen econdémico tiene mds de simbdlico que de atribuidor de competencias.

En cambio, de optar el Tribunal por la opcién menos centralista de consi-
derar que nos encontramos ante un titulo auténomo, este debe abandonar la
exigencia de convenio para la asuncién competencial por parte de aquellas
CC. AA. que no lo prevén en sus EE. AA. Ademds, deberia retornar a la via
del bisturi, pues la via de la brocha gorda, presente en la STC 158/2021, supone
un vaciamiento del contenido del titulo de gestién del régimen econémico que
llevaria a su inutilidad. Solo una concepcién de la gestién del régimen econé-
mico como titulo competencial suficiente para permitir que las CC. AA.
realicen actos ejecutivos con implicaciones econémicas que no afecten inme-
diatamente al patrimonio de la Seguridad Social justifica la presencia de este
titulo en los EE. AA. Esta via es posible sin necesidad de exigencia de conve-
nios si las salvaguardias para el control estatal del patrimonio de la Seguridad
Social, tales como las obligaciones de informacién y colaboracién que se
incluyen en los convenios vascos y navarros, se incluyen en la propia legislacién
de la Seguridad Social. Asi, podria lograrse la proteccién de la caja tnica sin
posponer indefinidamente la asuncién de competencias autonémicas®.

La opcién intermedia, que ni niega el cardcter auténomo del titulo auto-
némico ni acepta que sea un titulo suficiente para atribuir competencias, nos
condena a la confusién.

Seguridad Social que diferencie a esta materia de otras modalidades de transferencia
(Desdentado, 1983).
% Piénsese que el convenio con Catalufia, cuya intencién de ejercer sus competencias

de gestion es patente desde la interposicién del recurso en 2020, no se ha firmado
hasta agosto de 2024.
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Quizds hubiera sido deseable que el término de «gestién del régimen
econémico de la Seguridad Social» nunca hubiera entrado en el lenguaje juri-
dico-constitucional, y el debate se hubiera centrado en delimitar de manera
estricta*® qué facultades caben en el concepto de régimen econdmico, sin
compartimentalizar este en dos partes. De esta manera, todo lo que no cabe
en el régimen econémico mediante una interpretacion rigurosa cabria en la
competencia autondémica de ejecucion de la legislacion.

Pero puesto que este no es el caso y el concepto de «gestién del régimen
econémico de la Seguridad Social» nos acompafia en multitud de EE. AA.%,
el TC, por el bien de la claridad y la seguridad juridica, debe tomar una deci-
sién: dejar de tomarse en serio este concepto en absoluto o volver a tomdrselo
en serio de verdad. Y parece, dados los tltimos desarrollos jurisprudenciales,
que va ganando la primera opcién.
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